En la Ciudad de Mar del Plata, a los 10 días del mes de setiembre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-502-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. MICROCONTROL S.R.L. y otros s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES:

I. A fs. 111/115 el entonces titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó sentencia en el presente juicio de apremio seguido por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra la firma Microcontrol S.R.L. y los Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez, persiguiendo el cobro del Impuesto sobre los Ingresos Brutos liquidado en el Título Ejecutivo Nº 106.817. Allí, declaró la inconstitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal y, en consecuencia, acogió la excepción de prescripción opuesta por los accionados [arts. 9 inc. e) y 11 de la ley 13.406], rechazando la ejecución fiscal. Asimismo, desestimó el planteo de inconstitucionalidad del art. 86 de aquel cuerpo normativo. Impuso las costas al vencido [arts. 68 del C.P.C.C., 25 de la ley 13.406 y 51 inc. 2º ap. a) del C.P.C.A.] y reguló los honorarios del Dr. Bernardo Rodríguez Vercellino –letrado patrocinante de los demandados- en la suma de pesos CUATRO MIL DOSCIENTOS ($ 4.200,=) con más el adicional de ley [arts. 1, 14, 15, 16 del decreto ley 8904/77, 22 de la ley 13.406 y 16 de la ley 6716].

II. Contra dicho pronunciamiento el Fisco actor interpuso recurso de apelación, agraviándose también de los honorarios regulados al letrado de su contraria por considerarlos altos (v. fs. 125/132).

III. La accionada –por su parte- dedujo recurso de apelación en orden a la regulación de honorarios practicada a su letrado patrocinante por considerarlos bajos (v. fs. 121).

IV. A fs. 139/141 esta Alzada declaró la procedencia formal del recurso de apelación incoado por el Fisco provincial a fs. 125/132 y la inadmisibilidad formal del remedio intentado por la parte demandada a fs. 121.

Consentida tal decisión y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación de fs. 125/132?

A la cuestión planteada la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. El a quo dictó sentencia en el presente juicio de apremio seguido por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra la firma Microcontrol S.R.L. y los Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez, persiguiendo el cobro del Impuesto sobre los Ingresos Brutos liquidado en el Título Ejecutivo Nº 106.817. Allí, declaró la inconstitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal y, en consecuencia, acogió la excepción de prescripción opuesta por los accionados [arts. 9 inc. e) y 11 de la ley 13.406], rechazando la ejecución fiscal. Asimismo, desestimó el planteo de inconstitucionalidad del art. 86 de aquel cuerpo normativo. Impuso las costas al vencido [arts. 68 del C.P.C.C., 25 de la ley 13.406 y 51 inc. 2º ap. a) del C.P.C.A.] y reguló los honorarios del Dr. Bernardo Rodríguez Vercellino –letrado patrocinante de los demandados- en la suma de pesos CUATRO MIL DOSCIENTOS ($ 4.200,=) con más el adicional de ley [arts. 1, 14, 15, 16 del decreto ley 8904/77, 22 de la ley 13.406 y 16 de la ley 6716].

Para así decidir, trató separadamente la excepción de prescripción y el planteo de inconstitucionalidad del art. 86 del Código Fiscal formulados por la parte ejecutada.

De tal modo, adentrándose en el análisis de la excepción de prescripción opuesta por los demandados, señaló que si bien la defensa delineada no contenía un expreso pedido de declaración de inconstitucionalidad de las normas del Código Fiscal referidas al instituto de la prescripción, su tratamiento devenía ineludible concretamente respecto de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal -en tanto establecen los modos de cómputo y las causales de interrupción y suspensión del plazo prescriptivo en contraposición con las normas del Código Civil-, pues de su resultado dependía la suerte de la defensa planteada.

Dejó en claro que no correspondía expedirse sobre el plazo quinquenal de prescripción, por no resultar un tema controvertido en la causa.

Liminarmente, reflexionó que la jurisprudencia mayoritaria consideraba impropio –por diversas razones- el tratamiento de cuestiones constitucionales en el marco del apremio, aunque reconociendo el derecho que le asiste a la accionada de discutir la ley en que basa su reclamo ya sea en un juicio de conocimiento posterior o en uno de repetición. Hizo especial referencia a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en la causa Ac. 60.567 “T.A. La Estrella S.A.”, sent. de 26-III-1996, y sus citas.

Advirtió que sin perjuicio de admitir la autoridad moral e institucional de tales pronunciamientos, también es cierto que aquellos principios admiten excepciones cuando la cuestión no pueda ser útilmente debatida y reparada en el proceso de conocimiento ulterior, sea por exorbitancia en los tributos o por estar en juego principios que hacen a la recaudación fiscal, o ante supuestos de gravedad institucional o de perturbación de los servicios públicos, y –remarcó- en aquellas hipótesis en que el tema constitucional es susceptible de resolverse con las constancias del expediente o sin necesidad de mayores despliegues probatorios.

Sopesando las cuestiones involucradas en la causa y las distintas posturas asumidas sobre el punto, reiteró que –en la especie- la inconstitucionalidad de las normas en cuestión resultaba de tratamiento ineludible al relacionarse íntimamente con la excepción de prescripción opuesta, defensa ésta expresamente admitida por el texto del art. 9 inc. e) de la ley 13.406.

Al mismo tiempo, entendió que resultaría una formalidad procesal poco razonable obligar a los demandados a transitar un juicio ordinario posterior (de conocimiento o de repetición) cuando con las constancias de la causa podía resolverse la cuestión constitucional, con resguardo absoluto del derecho de defensa de la contraparte (art. 16 de la Constitución Nacional).

Recordó -antes de ingresar al estudio de la cuestión constitucional- que la regla general es la presunción de constitucionalidad de las leyes, debiendo comprobarse una oposición clara e ineludible con la Carta Magna para declarar su repugnancia, en tanto ello constituye la última ratio del orden jurídico.

Sentado lo que antecede, abordó el tratamiento de aquélla, señalando que la prescripción de las acciones está específicamente regulada en el Código Civil –Libro IV, Sección III, Título II-, legislación de fondo dictada por el Congreso de la Nación y con alcance general en todo el territorio nacional. Por lo tanto –añadió-, toda normativa provincial que no se ajuste al estándar fijado por el legislador nacional resulta inconstitucional al vulnerar las claras disposiciones de los arts. 5, 28, 31 y 75 inc. 12º de la Constitución Nacional, ingresando en materia que resulta de exclusiva incumbencia de la Nación.

En este sentido, transcribió pasajes de lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Filcrosa S.A. s. Quiebra s. Incidente de Verificación de Municipalidad de Avellaneda”, sent. de 30-IX-2003, haciendo especial hincapié en cuanto a que “… la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación nacional, por lo que no cabe a las provincias –ni a los municipios- dictar leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto ya que, al haber atribuido a la Nación la facultad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan… Del texto expreso del art. 75 inc. 12 de la Constitución deriva la implícita pero inequívoca limitación provincial de regular la prescripción y los demás aspectos que se vinculan con la extinción de las acciones destinadas a hacer efectivos los derechos generados por las obligaciones de cualquier naturaleza. Y ello pues, aún cuando los poderes de las provincias son originarios e indefinidos y los delegados a la Nación definidos y expresos… es claro que la facultad del Congreso Nacional de dictar códigos de fondo, comprende la de establecer las formalidades que sean necesarias para concretar los derechos que reglamenta y, entre ellas, la de legislar de manera uniforme sobre los aludidos medios de extinción…”.

Añadió que la Suprema Corte de Justicia provincial, por mayoría, había adherido al criterio sostenido por el Cimero Tribunal nacional al pronunciarse en la causa “Fisco de la Provincia de Buenos Aires s. Incidente de revisión en autos: Cooperativa Provisión de Almaceneros Minoristas de Punta Alta Ltda. s. Concurso Preventivo” (causa C. 81.253, sent. de 30-05-2007).

En base a lo expuesto, consideró que los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal resultaban inconstitucionales por establecer modos de cómputo y causales de interrupción y suspensión de la prescripción diferentes de los previstos por el art. 3956 y ss. del Código Civil y sus Títulos I y II de la Sección III, Libro IV “De la Prescripción”, transgrediendo de tal manera la normativa aplicable por imperio de las normas constitucionales antes citadas, concluyendo que correspondía –entonces- declarar su inconstitucionalidad y -en consecuencia- su inaplicabilidad al presente caso.

Definida de tal modo la normativa aplicable, se abocó a resolver la excepción de prescripción planteada.

En esa dirección, expresó que de acuerdo a lo previsto en el art. 183 del Código Fiscal, el vencimiento de los anticipos a ingresar en la Dirección Provincial de Rentas por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos opera dentro del mes calendario siguiente al que se devengaron, por lo que –en base a dicha norma y de conformidad con lo dispuesto por el art. 3956 del Código Civil- el período julio de 1997 (último reclamado en el título ejecutivo obrante a fs. 10/11 de autos) se tornó exigible en agosto de dicho año, y a partir de allí comenzó a correr el plazo de prescripción en análisis.

Puntualizó seguidamente, que en el año 1998 tuvo comienzo el procedimiento administrativo de determinación de deuda por parte de la autoridad administrativa, y señaló al respecto que si bien la doctrina y la jurisprudencia no es coincidente respecto de la habilidad del procedimiento administrativo determinativo para interrumpir el plazo de prescripción, a su criterio, en la medida en que surja del expediente administrativo alguna forma de notificación fehaciente al deudor del gravamen que se le reclama y que ponga de manifiesto el claro propósito del acreedor de no abandonar el derecho de perseguir el cobro de su crédito, dicho acto resultaba hábil para provocar la suspensión del término prescriptivo a la luz de lo establecido por el art. 3986, segundo párrafo del Código Civil.

Bajo tal lineamiento, observó que del expediente administrativo Nº 2306-390098/98 –traído a la causa- surgía que con fecha 30-03-1998 la Dirección Provincial de Rentas le notificó a la demandada la vista de las diferencias resultantes del procedimiento de determinación, provocando con dicho acto la suspensión por un (1) año del plazo de prescripción establecido por la norma nacional precitada. Puso de resalto que, para dicha oportunidad, habían transcurrido siete (7) meses del plazo, el cual se reanudó el 30-03-1999.

Describió luego que, en septiembre del año 2000, la demandada interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación cuestionando la deuda determinada, suspendiéndose así nuevamente el plazo en cómputo en virtud de lo establecido por el art. 3980 del Código Civil, en tanto el Fisco se encontró en la imposibilidad de iniciar la acción judicial de cobro por cuanto la resolución determinativa del crédito no se encontraba firme.

No obstante ello, enunció que la norma citada libera al acreedor de las consecuencias de la prescripción cumplida durante el impedimento, si después de su cesación aquél hiciera valer sus derechos en el término de tres meses. De acuerdo a ello, señaló que todos los períodos reclamados en el título ejecutivo objeto de autos habían prescripto durante el tiempo que perduró el impedimento, el cual cesó con las notificaciones de la resolución del Tribunal Fiscal de fechas 12 y 13 de febrero de 2004 (obrantes a fs. 767/769 del expte. admt.), momento a partir del cual quedaron expeditas las vías de ejecución para la Administración y la acción contencioso administrativa para el contribuyente (arts. 120 y 121 del Código Fiscal).

En consecuencia, habiéndose iniciado el presente juicio de apremio el 01-06-2004 (cfr. fs. 13 vta.), esto es, excedidos los tres (3) meses previstos por el art. 3980 del Código Civil, cuyo vencimiento operó -según expresó- el 13 de mayo de 2004, concluyó que el crédito reclamado se encontraba prescripto en su totalidad y por tal razón correspondía admitir la excepción de prescripción planteada.

Finalmente, y en atención al modo como quedaba resuelta la ejecución –a tenor de la suerte de la excepción-, consideró innecesario el tratamiento del planteo de inconstitucionalidad del art. 75 del Código Fiscal (hoy art. 86 según t.o. por Resolución 120/04).

2.a. El recurso de apelación presentado por el apoderado fiscal contiene dos líneas argumentales dirigidas a cuestionar la decisión de fondo: (a) una referida a la inadmisibilidad de la impugnación constitucional en el juicio de apremio y a la oficiosa declaración de inconstitucionalidad; y (b) la otra, vinculada a la constitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal y la inaplicabilidad de las normas del Código Civil a las relaciones tributarias provinciales, con sustento en la facultad de las Provincias de regular lo concerniente al modo de computar la prescripción de aquellas obligaciones y las causales de suspensión e interrupción.

(a) En torno a la primera parcela de sus agravios, remarca que los ejecutados –en oportunidad de oponer excepciones- no formularon ningún cuestionamiento constitucional a los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal, sino que sólo manifestaron que al tratarse de un plazo quinquenal la deuda reclamada se encontraba prescripta, sin advertir que en atención a las determinaciones por diferencias realizadas por la Dirección Provincial de Rentas y a tenor de su propia apelación en sede administrativa se había mantenido vigente la deuda por aplicación de aquellos artículos.

Señala que con total independencia de los argumentos alegados y esgrimidos por la parte demandada, el a quo introdujo tópicos ajenos al proceso y declaró de oficio la inconstitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal, decidiendo sobre bases distintas a las sustentadas por los accionados, supliendo así sus deficiencias argumentales, y provocando un perjuicio al Fisco, quien no tuvo oportunidad de ejercer el debido derecho de defensa sobre el punto atento que el cuestionamiento constitucional a dichas normas fue introducido por el sentenciante.

Puntualiza que reiteradamente se ha sostenido, con fundamento en el art. 9 de la ley 13.406 (antiguo art. 6 del Dec. ley 9122), que en los procesos de apremio no resulta admisible la defensa vinculada a la inconstitucionalidad de la ley en base a la cual se fundamenta el reclamo, afirmación que se apoya –según expresa- en la celeridad del proceso y en que la acción de inconstitucionalidad puede ser ejercida en un juicio ordinario posterior, cuya vía no se le cierra al ejecutado, como así tampoco la de accionar por repetición de las sumas que hubiere pagado. Cita antecedentes jurisprudenciales que, a su entender, resultan de aplicación al caso.

Asimismo, agregó que en forma pacífica la jurisprudencia se ha manifestado en relación a que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de leyes y/o decretos, sino que sólo han de pronunciarse a petición de parte. Entiende que dicha impugnación debe ser oportunamente alegada por los judiciables, atento la condición esencial de la potestad del Poder Judicial de no poder controlar por propia iniciativa los actos legislativos. Afirma que el planteo constitucional debe formar parte de la controversia para que sea elemento integrante de la cuestión a decidir en la causa, mereciendo necesariamente de una sustanciación con la contraria a fin de preservar la vigencia y condición indispensable del principio procesal de bilateralidad, para luego sí recibir tratamiento por parte del magistrado actuante. Cita jurisprudencia que estima vinculada a los temas abordados.

(b) En la segunda parcela de sus agravios relativos a la cuestión de fondo se refiere a la constitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal, sosteniendo que resulta un signo inequívoco de la validez de dichas normas el hecho de que la Suprema Corte de Justicia provincial, con posterioridad al fallo “Filcrosa” -del cimero Tribunal Nacional-, al analizar el tema de la prescripción nada dijo sobre su inconstitucionalidad sino que, por el contrario, se detuvo a interpretarlos para su debida aplicación al caso. Cita –en apoyo de su postura- doctrina de la S.C.B.A. en la causa Ac. 83.446, “Fisco c. Ojeda s. Apremio” -sent. de 02-VI-2004-, en su parecer atingente al agravio planteado.

Indicó que pretender la aplicación estricta y total del Código Civil en materia tributaria carece de todo sustento, ya que hay una norma específica aplicable al sub lite, la que pertenece al derecho administrativo local y que no puede ser desplazada por otras normas de carácter general. El Código Civil –afirmó- está destinado a regir relaciones de derecho privado y no las que se originan entre el Estado y sus gobernados cuando aquél obra como poder público en ejercicio de su soberanía e imperio.

Puntualizó que, no obstante lo expuesto y en tono coincidente con el fallo “Filcrosa”, el Derecho Tributario adecuó los temas de fondo y por demás sustanciales con el Código Civil, tales como como los plazos de prescripción; pero dada la especificidad y particularidad de aquél, es privativo de la legislación tributaria la regulación en diversos aspectos como los relativos a la suspensión, interrupción y formas de contar los plazos de prescripción y, específicamente, lo regulado en los artículos en cuestión, en tanto se refieren exclusivamente a la forma de percepción de impuestos y sus obligaciones formales.

Luego de citar doctrina en aval de su postura, continuó sosteniendo que “… la consolidación fiscal llevada a cabo por las autoridades legislativas provinciales no se opone a la supremacía que el art. 31 de la Constitución Nacional confiere a las leyes de la Nación, ni vulnera ninguna de las garantías que reconoce la Carta Magna. Por el contrario, son facultades ejercidas por las Provincias en la parte del poder que se han reservado (arts. 121 y 122 C.N.), lo que además resulta una referencia razonable por el interés público comprendido en la percepción de los recursos fiscales”.

En base al principio que pregona que “quien puede lo más, puede lo menos”, señaló que quien puede crear obligaciones, puede regularlas. Agregó –en apoyo de su postura- que, habiéndose ya expedido la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente “Filcrosa”, el Máximo Tribunal Provincial en la causa Ac. 81.520 “Fisco de la Pcia. de Bs. As. s. Incidente de Revisión en “El Rincón de Torres s. Concurso” (sent. del 5-XI-2003), en voto que concitó mayoría, sostuvo que “... la Carta provincial establece que la Provincia de Buenos Aires tiene el libre ejercicio de todos los poderes y derechos que por la Constitución nacional no hayan sido delegados al Gobierno de la Nación (arts. 1 de la primera y 121 de la segunda)”. Transcribió pasajes del mentado fallo para resaltar que el Poder Legislativo local tiene la facultad de establecer impuestos y contribuciones, necesarios para los gastos del servicio público (art. 103 inc. 1°), sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 126 de la Constitución nacional, toda vez que entre los derechos que constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña.

Reiteró que quien tiene la facultad de crear la obligación tributaria, también está habilitado para regular la forma de su extinción con total independencia de la legislación de fondo, y dentro de tal concepto se incluye desde cuándo comienzan a correr los plazos.

De allí que –afirma- limitar una parcela tan importante como es “regular la forma de extinción” de la obligación tributaria constituye un grave e ilegal cercenamiento de los poderes inherentes a la Provincia de Buenos Aires, con afectación directa del sistema federal de gobierno adoptado por nuestro país en su organización institucional.

Desde tal plataforma argumental deduce un doble orden jurídico: el del derecho privado, al que se dirigen las pautas del digesto de Vélez; y el del derecho público tributario, que requiere de reglas legales especiales dictadas a ese efecto por cada una de las órbitas estatales que conviven dentro del sistema federal argentino.

Concluye afirmando la inaplicabilidad del Código Civil en materias de forma del derecho público tributario local, sosteniendo –además- que la Nación no cuenta con facultades para reglar el tópico en tanto se trata de facultades reservadas por las Provincias y no delegadas de modo expreso en la Constitución Nacional. Por ello, agrega, el modo como contar los plazos de prescripción de los tributos locales permite a las legislaturas provinciales diseñar las formas más idóneas para la recaudación de impuestos en ciertos períodos, y ello puede variar de una Provincia a otra en tanto hace a la esencia del federalismo.

Trae a colación lo sostenido en tal sentido por el Superior Tribunal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la causa “Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires s/queja por rec. de inconst. denegado en: “Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires c. Dirección Gral. de Catastro” (sent. del 17-XI-2003), transcibiendo diversos pasajes de dicho fallo que reflejan sus argumentaciones.

Peticiona –finalmente- que se revoque el fallo recurrido, con costas.

2.b. Por otra parte, también apela la sentencia de autos agraviándose por considerar “altos” los honorarios regulados al letrado de la parte demandada.

3. A su turno los demandados replican el memorial de agravios del Fisco, sosteniendo que éste nada sustancial agrega respecto a poder deslegitimar la posición ya sustentada por los órganos jurisdiccionales superiores tanto de la Nación como de la Provincia en el tema en cuestión, en tanto los fundamentos vertidos por la contraria son los expresamente rechazados por la jurisprudencia uniforme. Afirman que el apoderado fiscal realizó un análisis inocuo de la aplicación al caso de la teoría tributarista y la teoría civilista.

Refieren los ejecutados que a partir de lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia provincial en las causas C. 87.124, 81.253, 81.410, 82.121, 84.445 y 84.976 [al declarar la inconstitucionalidad del art. 119 del Código Fiscal -t.o. 1999- en cuanto el legislador dispuso un sistema escalonado a efectos de transitar del régimen prescriptivo de diez años al de cinco, conforme lo establecido por la ley 11.808], ésta hizo suyos los argumentos del Máximo Tribunal Nacional vertidos en el precedente “Filcrosa” en lo relativo a que las normas provinciales que reglamentan la prescripción en forma contraria a lo dispuesto por el Código Civil eran inválidas, argumentos éstos que resultan concordantes con lo expuesto por el juez de grado en el fallo aquí recurrido.

En esta senda, manifiestan que el propio Fisco fue quien omitió hacer valer su derecho, y luego en forma posterior, pretende cobrar una deuda que –por el transcurso del tiempo- ya es inexistente.

Acápite aparte, ponen de resalto que contrariamente a lo sostenido por el Fisco, las cuestiones de constitucionalidad pueden ser introducidas dentro de un proceso ejecutivo cuando se trate de rechazar pretensiones que se fundan en la inexistencia de la deuda, tal como ocurre en la especie.

Destacan que en la presente causa no se está discutiendo la constitucionalidad de la norma –por cuanto ello ya fue resuelto en forma uniforme por la jurisprudencia-, sino que a partir de dichos precedentes corresponde su aplicación en la excepción de prescripción.

Finalmente, subrayan que el Fisco provincial pretende vulnerar el principio de uniformidad y obligatoriedad vertical que tienen los fallos emitidos por los Máximos Tribunales, tanto nacional como provincial.

Sin perjuicio de lo sostenido y a todo evento, reiteran la negación de la deuda que se pretende ejecutar.

Peticionan que oportunamente se dicte sentencia haciendo lugar a los fundamentos expuestos en su responde, en concordancia con lo dispuesto por la jurisprudencia imperante.

II. Estimo que el recurso no puede prosperar.

1. De una atenta lectura de la sentencia del a quo, del recurso de apelación y de su réplica, considero que esta Alzada está llamada a resolver ordenadamente las siguientes cuestiones: (a) en primer lugar, si en los procesos de apremio pueden tratarse cuestiones constitucionales; (b) seguidamente, si los magistrados se encuentran habilitados a declarar de oficio la inconstitucionalidad de las normas y, (c) de superar tales valladares formales, la procedencia o improcedencia de la defensa de prescripción opuesta por Microcontrol S.R.L. y los Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez, a la luz de la normativa que resulte aplicable.

(a) Así, en relación al primer aspecto propuesto, cabe señalar que en las causas P-807-BB1 “Ferretería Argentina S.R.L.” (sent. de 26-II-2009), y P-1124-BB1 “Mazzuchelli” (sent. de 16-IV-2009) –entre otras-, este Tribunal ha abordado planteos de inconstitucionalidad de distintas normas fiscales, y ello con fundamento en que la imposibilidad de ingresar al tratamiento de aquéllos no parece ser considerada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ello así en tanto del análisis de Fallos 324:1280, se desprende que lo censurable para aquel Cimero Tribunal no resulta ser el debate y declaración de inconstitucionalidad de una norma tributaria en el marco del apremio o ejecución fiscal, sino la decisión jurisdiccional que prescinde de la aplicación de esos preceptos sin que aquel debate e invalidación hayan sido efectuados en la causa y receptados en el pronunciamiento en miras a fundar una solución, para el caso, que sea parte de los mentados contenidos normativos [doct. C.S.J.N. in re F.229.XXXV. “Fisco Nacional (D.G.I.) c. Gattoni, Jorge Norberto s. Ejecución Fiscal”, sent. de 17-IV-2001].

De tal forma, es dable predicar que el debate constitucional de las normas fiscales es procedente en los procesos de apremio, empero -y en honor a la limitación cognoscitiva propia de estos juicios- la admisibilidad de este tipo de defensas depende de que el tema constitucional sea susceptible de resolverse con las constancias del expediente o sin necesidad de mayores despliegues probatorios (cfr. doct. esta Cámara causa P-807-BB1 “Ferretería Argentina S.R.L.”, ya citada).

Y -en base a dichas premisas- encuentro que tales circunstancias están presentes en la especie. Resulta claro que en autos el debate constitucional no requiere de mayores elementos probatorios, centrándose aquél en esclarecer si frente a las atribuciones establecidas en la Carta Magna al Estado Nacional –art. 75 inc. 12° del citado cuerpo normativo- las Provincias pueden establecer de forma autónoma las reglas de prescripción de las obligaciones tributarias locales, o si -por el contrario- deben respetar los lineamientos establecidos en el Código Civil. Y en este último supuesto, habrá que discernir si la normativa fiscal provincial regulatoria de aquel instituto resulta compatible con la que prescribe el Código Civil –en las condiciones de jerarquía normativa que establece el art. 31 de la Constitución Nacional-.

Así, cabe recordar que el primer interrogante fue resuelto por nuestro Máximo Tribunal Federal en la causa F.194.XXXIV. “Filcrosa S.A. s. Quiebra. s. Incidente de Verificación de Municipalidad de Avellaneda. Recurso de Hecho”, sent. de 30-IX-2003 (Fallos 326:3899), criterio recientemente ratificado en la causa C.2374.L.XLII. “Casa Casmma S.R.L. s. Concurso Preventivo s. Incidente de verificación tardía (promovido por la Municipalidad de la Matanza) s. Recurso de Hecho”, sent. de 26-III-2009.

Además, la solución que porta aquel precedente fue luego reflejada por la Suprema Corte de Justicia provincial al expedirse en la causa C. 81.253 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires s. Incidente de revisión en autos Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso Preventivo” sent. de 30-V-2007 (entre otros). En este pronunciamiento, la casación provincial -por mayoría- aseveró que “… el alto Tribunal federal, ratificando precedentes (…) puntualizó que las normas provinciales que reglamentaban la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en el Código Civil eran inválidas, afirmando que el mentado instituto no es propio del derecho público local y encuadra en la cláusula del art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. De allí que el poder de instaurar un régimen destinado a comprender la generalidad de las acciones susceptibles de extinguirse por esa vía sea materia confiada al legislador nacional. Ponderó que la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores correspondía a la ley de fondo, estando vedado a las provincias –y a los municipios- dictar reglas incompatibles con las consagradas por los Códigos de fondo, ya que, al haber conferido a la Nación la potestad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan (…)”.
Y en el caso de autos no encuentro motivo alguno para apartarme de la doctrina sentada por el Máximo Tribunal nacional y receptada por su par provincial. De tal modo, queda claro que es el Estado Nacional quien ostenta la potestad de regular lo concerniente al vínculo obligacional entre acreedores y deudores (art. 75 inc. 12º de la Const. nac.), siendo la fijación del plazo de prescripción de las obligaciones, el modo de computarlo y las causales de suspensión e interrupción –entre otros aspectos- facetas diversas de aquella misma facultad, por lo que, conforme la regla de jerarquía normativa establecida en el art. 31 de la Constitución Nacional, los Estados provinciales deben adecuar su regulación a las pautas establecidas en el Código Civil.

(b) Resuelto el primer escollo formal, corresponde adentrarse en la segunda cuestión, cual es si los magistrados pueden declarar oficiosamente la inconstitucionalidad de las normas aplicables al caso.

i. Recientemente esta Cámara ha tenido oportunidad de expedirse sobre el punto en la causa G-1232-BB1 “Fernández”, sent. de 27-VIII-2009 [en voto de mi distinguido colega Dr. Riccitelli, al que he adherido], y allí se sostuvo que a partir del precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación registrado en Fallos 327:3117 (causa B.1160. XXXVI. “Banco Comercial Finanzas S.A. –en liquidación Banco Central de la República Argentina- s/quiebra”, sent. de 19-08-2004), no podía dejar de admitirse que el debate sobre el control de constitucionalidad que cabría practicar a los jueces de modo oficioso, había desbordado el cauce doctrinario y jurisprudencial que –con origen en la sentencia de la causa “Ganadera Los Lagos”- se mantuvo casi inalterado por más de medio siglo.

Empero, se señaló también que tal admisión no conducía necesariamente a concluir en la postulación de una prerrogativa ilimitada de los jueces para declarar oficiosamente –esto es, sin que medie oportuno pedido de parte con consecuente bilateralización y debate- la inconstitucionalidad de una norma.

Por el contrario, mas bien cabía desprender del reseñado precedente del Tribunal Federal la construcción jurisprudencial de un supuesto de excepción a la inveterada regla de introducción en oportunidad propicia y fundada de la cuestión constitucional; y no la consagración de una nueva máxima acerca del modo en que los jueces quedan habilitados para llevar a cabo el control de constitucionalidad que les incumbe como faena propia.

Varias razones resultaron convincentes para actuar prudentemente en este ámbito, teniendo en cuenta no sólo los argumentos que expusiera la Corte Suprema de Justicia para decidir como lo hizo en Fallos 327:3117 [“Banco Comercial Finanzas S.A.”, cit.], sino también la línea jurisprudencial mantenida por el Alto Tribunal luego de aquel precedente en la temática del control de constitucionalidad.
Es que, mal podrían desatenderse –con sustento en el mentado precedente de Fallos 327:3117- los criterios que la Corte Nacional ha mantenido posteriormente vigentes sobre los recaudos de habilitación para el control de constitucionalidad y sobre el alcance de las potestades de los jueces en ese ámbito.

Así, el Tribunal Federal ha continuado exigiendo que dicho control se efectivice en la medida que (i) exista un caso o controversia donde se persiga la determinación del derecho entre partes adversas (cfr. Fallos 328:3573; 328:3586 y causa C.305.XLIII “Lujan, Jorge c. Perello, Julio s. ejecución”, res. del 17-10-2007, por remisión al Dictamen de la Procuración General), (ii) siempre que haya demostración del agravio constitucional en el caso concreto (Fallos 327:5147, 328:1416, 329:3235, 330:855), (iii) con un sólido desarrollo argumental (Fallos 329:4135), sin incurrir en afirmaciones dogmáticas (Fallos 328:1416) ni invocación de agravios meramente conjeturales (Fallos 328:4282, por remisión al Dictamen de la Procuración General), (iv) haya mediado confrontación de argumentos encontrados oportunamente expuestos por las partes interesadas, si se trata de derechos disponibles (Fallos 327:5723, voto doctores Petracchi y Maqueda), (v) cuando la impugnación constitucional no se refiera a una norma globalmente considerada sino en lo relativo a su aplicación al caso concreto (causa B. 1042. XLI. “Banco Hipotecario S.A. c. Posadas, Wilma Rosa s. ejecución hipetecaria”, sent. del 04-09-2007, por remisión al Dictamen de la Procuración General), y (vi) haya sido introducida la cuestión constitucional en la primera ocasión posible del proceso [“pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación”] (Fallos 331:36 y sus citas) y mantenida en sus diversas instancias (cfr. Acordada N° 4/2007).

Por otra parte, ha recordado que la invalidación de una norma por los tribunales sólo puede decretarse (i) si la repugnancia con la cláusula constitucional es clara, manifiesta e indudable (causa A.959 XLII “Alvarez Moser, Juan c. Bianchini, Roberto”, sent. del 04-09-2007, por remisión al Dictamen de la Procuración General), y (ii) luego de un acabado examen del precepto (Fallos 328:4542 y 330:2981, por remisión en ambos casos a sendos Dictámenes de la Procuración General), para lo cual los magistrados (iii) deberán agotar todas las interpretaciones posibles antes de declarar la inconstitucionalidad (Fallos 328:1491), (iv) autoimponiéndose la mayor mesura en tal faena (Fallos 327:5723) y evitando examinar la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones (Fallos 327:5614; 328:1416; 328:91; 329:385; 329:4032 –por remisión al Dictamen de la Procuración General), salvo irrazonabilidad o iniquidad (Fallos 328:566).

En suma, esta Cámara entendió –en postura que aquí propicio mantener- que no mediaba un cambio radical de paradigma acerca del modo en que la cuestión constitucional debía ser llevada ante los jueces para que éstos declaren la invalidez supralegal de una norma jurídica, ni tampoco en las prevenciones que deben adoptar los magistrados al realizar el mentado control. De tal modo, las cargas procesales de introducción en oportunidad propicia y de fundamentación adecuada del planteo de inconstitucionalidad, así como su mantenimiento a lo largo del proceso continúa siendo el norte en esta materia. Tal reconocimiento respeta el criterio mayoritario de nuestra Suprema Corte de Justicia Provincial, mayoría conformada por los votos de los doctores Soria, Pettigiani, de Lázzari y Kogan en la causa Ac. 94.340 “Cavada” (sent. de 14-XI-2007) y de la que no se aprecia apartamiento en la causa Ac. 89.168 “Gutiérrez” (sent. de 05-III-2008).

Sentado lo anterior, cabe conceder –sin embargo- que en los últimos años tales exigencias procesales han sido morigeradas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en circunstancias particularísimas, sea en cuanto a la tempestividad de la introducción del cuestionamiento constitucional y, en último grado, en cuanto a la existencia misma de planteo previo [cfr. S.C.B.A. causa B. 62.763 “Alonso”, sent. de 31-X-2007, del voto del Dr. Soria].

Dentro del primer grupo de excepciones relativas a la introducción oportuna de la tacha de inconstitucionalidad o su mantenimiento en las sucesivas instancias, podrían individualizarse: (i) la introducción del caso federal en la oportunidad de expresar agravios cuando la cuestión federal ya ha sido definida con anterioridad por la Corte Suprema de Justicia en el sentido planteado por el recurrente (cfr. Fallos 321:1058); (ii) la presencia de arbitrariedad sorpresiva (Fallos 325:1014; 326.1741 y 327:3032 ambos por remisión al Dictamen de la Procuración General; 331:662 –disidencia de los doctores Lorenzetti, Maqueda y Zaffaroni); (iii) o cuando la aplicación de la norma supuestamente inconstitucional no fue objeto de debate y decisión en la etapa de conocimiento y recién se exterioriza en instancia de ejecución de sentencia, quedando habilitada como “propicia” su articulación en ese estado del proceso (Fallos 324:1301; 327:4252).

Dentro del segundo grupo antes aludido cabe incluir los supuestos similares al de Fallos 327:3117, esto es, cuando no mediando planteo alguno de las partes sobre la inconstitucionalidad de la norma que regiría el caso, dicho precepto previamente haya sido descalificado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Allí resulta atinado no negar la procedencia del control oficioso de inconstitucionalidad, desde que tal conducta negatoria fue la que motivó el específico reproche que efectuara el Máximo Tribunal a nuestra Suprema Corte Provincial al señalarle que cuando descartó la declaración de inconstitucionalidad de la norma en juego, lo hizo “con olvido de que la constitucionalidad del referido precepto había sido ya desestimada…” por la propia Corte Nacional (cfr. considerando 5°).

Tal delimitación de los casos englobables en este segundo supuesto es producto del reciente pronunciamiento en la causa S.1781.XLI. “Strangio, Domingo c. Cattorini Hnos. S.A.C.I.F. s. accidente” (sent. del 12-05-2009), donde la Corte Suprema de Justicia nacional mantuvo, con sustento en la invalidez previamente decretada en su precedente de Fallos 327:3610, la declaración de inconstitucionalidad formulada por la Corte provincial respecto del art. 46 de la ley 24.557, empero revocó la sentencia provincial al haber declarado la inconstitucionalidad de los arts. 21 y 22 de aquel ordenamiento –normas que no han merecido hasta la fecha tal tacha por el Tribunal Federal- señalando como fundamento para dejar parcialmente sin efecto el fallo, un apartamiento del a quo en torno al principio de congruencia, con remisión al precedente de Fallos 329:5903 donde manifiestamente fijó este claro umbral a la declaración oficiosa de inconstitucionalidad.

ii. Podría pensarse que con la predicada lectura se deja en las exclusivas manos de la Corte Suprema Federal los casos en los que los restantes magistrados y tribunales inferiores estarían habilitados para declarar oficiosamente la inconstitucionalidad de las normas, pues sólo tal potestad jurisdiccional podría ser ejercida frente a preceptos previamente declarados inconstitucionales por el Tribunal Cimero. Sin embargo, no cabría otra conclusión cuando se recuerda que si bien la Corte Suprema sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias, por lo que carecen de fundamento aquéllas que se apartan de los precedentes del Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el mismo, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante [cfr. C.S.J.N. causa C.2374.XLII. “Casa Casmma S.R.L. s. Concurso preventivo s. Incidente de verificación tardía promovido por Municipalidad de La Matanza”, sent. del 26-03-2009 –ya citada-, por remisión al Dictamen de la Procuración General].

En suma, mal podría desatenderse la previa invalidación constitucional efectuada por la Corte Suprema de Justicia nacional de la norma llamada a regir el caso que nos llega a nuestros estrados, aún cuando la parte interesada no haya articulado ningún cuestionamiento de constitucionalidad al respecto (cfr. S.C.B.A. causa C. 100.625 “O., R. J.”, sent. de 3-VI-2009, voto del doctor Pettigiani, con adhesión de los doctores de Lázzari y Soria).

Conforme lo hasta aquí expuesto queda claro que no cabe pregonar en el campo del control de constitucionalidad la existencia de una prerrogativa o potestad ilimitada de los jueces, sino más bien la configuración de una excepción a la carga procesal de introducción oportuna, fundamentación suficiente y mantenimiento a lo largo del proceso del planteo de inconstitucionalidad por quien resulte parte interesada en la invalidación [cfr. doct. C.S.J.N. “Banco Comercial Finanzas”, cit.]. Consecuentemente, no resulta admisible la postura del apelante en cuanto postula la absoluta inhabilidad de los jueces y tribunales para declarar de oficio la inconstitucionalidad de una norma [v. apartado VII, punto 2) del recurso de apelación, fs. 127].

Es que, la eximición excepcional de las mentadas cargas procesales ha de operar –mediando silencio de las partes litigantes sobre posibles cuestionamientos constitucionales-, cuando la norma llamada a regir la solución al caso haya sido previamente declarada inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia de la Nación o cuando, no habiéndolo sido, los argumentos blandidos por el Tribunal Cimero para invalidar tal norma admitan también ser pregonados –sin forzar la tarea interpretativa- respecto de otro u otros preceptos del ordenamiento jurídico. En tales casos, los jueces y magistrados no pueden desatender su principal faena de hacer prevalecer la Constitución Nacional en los mismos términos que lo hiciera previamente la Corte Suprema de Justicia de la Nación (cfr. doct. esta Cámara causa G-1232-BB1 “Fernández”, antes citada), teniendo presente para ello que la declaración de inconstitucionalidad resulta ser la última ratio del orden jurídico (cfr. C.S.J.N. Fallos 285:322; 300:241 y 1087; 301:962 y 1062; 302:457, 484 y 1149; 307:906; 312:435; 314:407; 326:2692; 327:831, entre otros).

Es desde este mirador, y a tenor de los precedentes de los Máximos Tribunales nacional y provincial vinculados a la materia en debate y antes referenciados -cuya doctrina resulta de obligatorio acatamiento para los tribunales inferiores-, que estimo habilitado el proceder del juez de grado de abocarse oficiosamente al análisis constitucional de las normas locales necesarias para resolver la excepción de prescripción planteada, aún cuando –como lo señalara el propio a quo- no ha mediado en la especie un expreso pedido de la parte interesada respecto de la declaración de inconstitucionalidad de las normas del Código Fiscal que legislan el instituto de la prescripción, concretamente respecto de los arts. 133, 134 y 135 de dicho cuerpo normativo (v. apartado III, punto 1.1. de la sentencia apelada, fs. 112).

(c) Ahora bien, franqueados los valladares formales, corresponde dar tratamiento a la defensa de la constitucionalidad de los arts. 133, 134 y 135 del Código Fiscal –invalidados por el a quo-, traída por el Fisco provincial en sus agravios.

Cabe recordar que el apelante –básicamente- refiere que pretender la aplicación estricta y total del Código Civil en materia tributaria carece de todo sustento, en virtud de la existencia de una norma específica del derecho administrativo local –como es el Código Fiscal- que no puede ser desplazada por otras normas de carácter general. Señala que el Código Civil está destinado a regir relaciones de derecho privado y no las que se originan entre el Estado y sus gobernados cuando aquél obra como poder público en ejercicio de su soberanía e imperio. Así, sostiene –con base en la autonomía del derecho tributario- la facultad del legislador provincial para crear tributos y, consecuentemente, para regular lo atinente a los modos de extinción de tales obligaciones. Agrega que en tono coincidente con lo resuelto por la C.S.J.N. en el fallo “Filcrosa”, el codificador local adecuó los plazos de prescripción de las obligaciones tributarias en consonancia con el Código Civil. Empero, sostiene que –en virtud de su especificidad- es privativo de la legislación tributaria regular aspectos tales como lo relativo a la suspensión, interrupción y modos de contar la prescripción [es decir, lo regulado en los artículos declarados inconstitucionales], en tanto tales aspectos se refieren exclusivamente a la forma de percepción de impuestos y sus obligaciones formales, tales como declaraciones juradas anuales, los períodos fiscales con sus anticipos mensuales o bimestrales, etc.

Para dar respuesta al recurrente es necesario tener presente la doctrina sentada tanto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re “Filcrosa S.A.”, sent. de 30-IX-2003; Fallos 326:3899) como por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (in re C. 81.253 “Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta”, sent. de 30-V-2007), en cuanto –ambos Máximos Tribunales- reconocieron que en virtud de lo normado por el art. 75 inc. 12º de la Constitución nacional es potestad del legislador nacional -al dictar los Códigos de fondo- regular los aspectos sustanciales del régimen general de las obligaciones y -en consecuencia- sus modos de extinción, estando vedado a las jurisdicciones locales dictar reglas incompatibles con las consagradas en aquellos códigos; como así también la obligatoriedad de acatamiento de la doctrina emergente de tales precedentes por parte de los tribunales inferiores (cfr. C.S.J.N. in re “Casa Casmma S.R.L.”, sent. del 26-03-2009, citada).

Y en este punto no paso por alto que el Fisco provincial en su libelo recursivo hace mención al antecedente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en la causa Ac. 81.520 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires s. incidente de revisión en: El Rincón de Torres s. Concurso” (sent. de 5-XI-2003), y al fallo del Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dictado en la causa “Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires s/queja por rec. de inconst. denegado en: Sociedad Italiana de Beneficiencia en Buenos Aires c. Dirección Gral. de Catastro” (sent. de 17-XI-2003), que postulan una interpretación distinta de la plasmada en los antecedentes previamente referidos y que estimo aplicables a la especie. Empero, los precedentes puestos de resalto por el actor resultan inatendibles, desde que el Cimero Tribunal Nacional en la causa C.2374.L.XLII. “Casa Casmma S.R.L. s. Concurso Preventivo s. Incidente de verificación tardía (promovido por la Municipalidad de la Matanza) s. Recurso de Hecho” (sent. de 26-III-2009, ya citada) reiteró los fundamentos dados en el fallo “Filcrosa”, siendo ésta, por lo tanto, la última opinión jurisdiccional en la materia que merece deferencia. Además, en el caso del invocado –por el apelante- antecedente emanado de la Suprema Corte de Justicia provincial, he de poner de resalto que la causa C. 81.253 “Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta” (sent. de 30-V-2007, ya citada) fue dictada con posterioridad al fallo cuya aplicación pretende el accionante y en consonancia con lo resuelto por la Corte Federal en el mentado precedente “Filcrosa”, resultando por ende la doctrina legal vigente en la materia.

(d) Despejado lo anterior, queda claro que para resolver la cuestión planteada [esto es, si ha operado o no la prescripción de la deuda reclamada por el Fisco], ésta debe ser analizada a la luz de las normas del Código Civil que regulan el mentado instituto de la prescripción. Para ello es menester determinar –en la especie- si las normas del Código Fiscal cuya constitucionalidad defiende el apelante, resultan –o no- compatibles con las directrices que emanan del Código Civil, a fin de establecer si la invalidación constitucional decretada por el a quo resulta ajustada a derecho.

En ese derrotero, cabe recordar que el presente juicio de apremio fue promovido en base al Título Ejecutivo Nº 106.817 (agregado a fs. 10/11), del cual surge que el Fisco Provincial le reclama a la contribuyente (Microcontrol S.R.L.) y a sus responsables solidarios (Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez) el Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 8 y 12 de 1994; 1, 3 y 5 a 12 de 1995; 2 a 12 de 1996; y 1 a 7 de 1997. 

En oportunidad de contestar el traslado de las excepciones, el Fisco acompañó el expediente  administrativo Nº 2306-390.098/1998 -donde se realizó la determinación sobre base cierta y que culminó con la emisión del título ejecutivo referido-, en el cual consta que: 1) con fecha 30-03-1998 se notificó a la demandada (Microcontrol S.R.L.) la vista de las diferencias determinadas en el procedimiento administrativo (ver fs. 236); 2) el 31-03-1998 la nombrada –a través de sus socios Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez- se presentó manifestando su disconformidad (ver fs. 238); 3) el 2-08-2000 se dictó la Resolución Determinativa Nº 1555/2000 (ver fs. 684/688); 4) en fechas 8-09-2000 y 11-09-2000 dos agentes fiscales se constituyeron en el domicilio del Sr. Ponte Luis Pedro Angel y de Microcontrol S.R.L. –respectivamente- a fin de notificarles la mentada resolución (ver actas de fs. 720, 721 y 722 y formularios de fs. 724 y 726); 5) el 29-09-2000 los Sres. Luis Pedro Angel Ponte y Esteban Emilio Alvarez, por derecho propio y en representación de la firma Microcontrol S.R.L., interpusieron recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelaciones de la Provincia de Buenos Aires contra la Resolución Determinativa Nº 1555/2000 (ver fs. 729/739); 6) en fecha 5-02-2004 el Tribunal Fiscal de Apelaciones provincial declaró la caducidad del procedimiento (v. fs. 764/765); 7) el 12-02-2004 fueron notificados de tal resolución el Sr. Director Provincial de Rentas y el Representante Fiscal (v. fs. 766/767); 8) el 13-02-2004 fueron anoticiados de la decisión el Sr. Fiscal de Estado y los apelantes –Ponte, Alvarez y su sociedad representada Microcontrol S.R.L.- (v. fs. 768/769).

Iniciado el juicio de apremio el 1-06-2004 (v. fs. 13 vta. de estas actuaciones), los demandados se presentaron en autos y opusieron al progreso de la acción la excepción de prescripción, sosteniendo la inexistencia de la deuda reclamada.

Cabe aclarar aquí que –tal como lo pone de resalto el magistrado de grado en el apartado III, punto 1.1. segundo párrafo; fs. 112- no medió controversia entre las partes respecto de la aplicación del plazo prescriptivo quinquenal previsto por el art. 4027 inc. 3° del Código Civil. Tampoco el Fisco articuló un agravio concreto en relación a ello en el recurso traído a esta Alzada.

(d) 1. Consecuentemente, definido en cinco años el término de prescripción, deviene ineludible establecer el dies a quo y –asimismo- si en la especie concurren –o no- causales de suspensión o interrupción del plazo prescriptivo.
El Código Civil establece en el art. 3956 que “La prescripción de las acciones personales, lleven o no intereses, comienza a correr desde la fecha del título de la obligación”.
Por su parte, el art. 133 del Código Fiscal prescribe que “Los términos de prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este Código, comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones, excepto para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de periodo fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingresos del gravamen” [subrayado agregado].

Este último supuesto parece direccionarse al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, donde el período fiscal es el año calendario (conf. art. 182 de la normativa tributaria provincial).

Contrapuestas ambas normas –la del Código Civil y la del Código Fiscal- queda a la vista que el legislador provincial amplió indebidamente –a través de la fijación del punto de inicio del cómputo- el período prescriptivo de cada ejercicio fiscal al menos en un año, si sólo consideramos que las declaraciones juradas anuales se realizan en el año calendario siguiente al del ejercicio gravado.

No otra conclusión podría extraerse, si idéntica contraposición se efectúa respecto del precepto fiscal que regula el pago de anticipos con la normativa civil.  Es que, cada anticipo del Impuesto sobre los Ingresos Brutos –mensual o bimestral de acuerdo a la categoría de contribuyente- es exigible individualmente al mes siguiente de su vencimiento [conf. art. 183 del Código Fiscal], por lo que el cómputo de la prescripción de cada uno de ellos debe comenzar a regir a partir del momento de su exigibilidad (art. 3956 del C.C.).

Entonces, la declaración de inconstitucionalidad del art. 133 del Código Fiscal se impone al importar un apartamiento palmario de lo reglado por el art. 3956 del Código Civil.

(d) 2. De este modo, y como acertadamente lo hiciera el magistrado de grado, resulta prudente establecer si el último período fiscal reclamado en autos -07/1997-, resultaba –o no- exigible al momento de la interposición de la demanda (promovida el 1 de junio de 2004), en tanto tal determinación habrá de proyectarse sobre los períodos anteriores. Para ello, y teniendo en cuenta que el plazo de prescripción es el de cinco (5) años establecido por el art. 4027 inc. 3° del Cód. Civil contado desde la fecha en que la obligación tributaria reclamada se tornó exigible, es necesario determinar –además- si han mediado en la especie actos interruptivos o suspensivos del curso de la prescripción.

A fin de establecer tales extremos, debe tenerse presente lo prescripto por el artículo 3986 del Código Civil, en torno a que la interrupción de la prescripción se produce con la interposición de la demanda judicial; mientras que la suspensión acaece –una única vez y por el término de un año o el menor término que pudiera corresponderle a la acción- cuando se constituye en mora al deudor en forma auténtica. Esto último no significa que el acto de intimación que se practique deba estar revestido de solemnidades específicas sino que importe la interpelación efectiva al deudor por medio de un acto que no ofrece dudas acerca de la veracidad del reclamo y la oportunidad de su realización (cfr. doct. C.S.J.N. Causa C.3491.XLII “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c. San Juan, Provincia de s. Ejecución Fiscal”, sent. de 6-V-2008).

Teniendo ello presente, encuentro que en autos no ha acontecido ningún acto que permita sostener la interrupción de la prescripción, desde que el crédito fiscal fue reclamado judicialmente con la interposición de la presente demanda el 1-06-2004. Por tanto, el art. 134 de dicho cuerpo legal –en cuanto establece los actos susceptibles de interrumpir la prescripción- no guarda relación alguna con el supuesto fáctico de autos, y por lo tanto se halla vedado de ser tamizado por las directrices emanadas de la normativa Civil en la especie. Consecuentemente, la declaración de inconstitucionalidad de dicho precepto devino inoficiosa.
Empero, resta examinar –en la especie- la constitucionalidad del art. 135 del Código Fiscal, desde que, acompañadas las actuaciones administrativas que dan cuenta de los diferentes actos que el ente recaudador provincial realizó con el fin de verificar la existencia de créditos a su favor, entiendo que resulta necesario establecer si alguno de ellos tiene virtualidad suficiente como para ser considerado suspensivo del plazo prescriptivo en los términos que indica el art. 3986, 2do. párrafo del Código Civil.

Percibo aquí que la notificación de la Resolución de Determinación de deuda N° 1555/2000 (obrante a fs. 720/722 y formularios de fs. 724/726 del expediente administrativo) resulta ser un acto susceptible de producir la mentada suspensión, en tanto importó la intimación administrativa de pago. Ello así por cuanto el propio Código Fiscal autoriza a la Administración a instar la verificación de la existencia de créditos sobre base cierta (art. 38 de la ley 10.397, t.o. 2004), estableciendo –además- el modo en que aquélla deberá ser realizada y puntualizando que la determinación administrativa de liquidación sólo compete a la autoridad de aplicación (art. 40 de la ley fiscal citada). A su turno, el art. 83 de dicho cuerpo normativo prescribe que el pago de gravámenes por parte del contribuyente deberá ser realizado en el plazo de 15 días de notificado la resolución determinativa (ver inciso “b”, párrafo segundo del mentado artículo), esbozándose con ello, que es este acto el que pone al contribuyente en la obligación de cancelar el crédito y determina en forma auténtica la extensión de la obligación que el Fisco considera con derecho a percibir (cfr. articulado de la mentada resolución determinativa).

Sentado lo anterior, el art. 135 del Código Fiscal expresa que “Se suspenderá por (1) año el curso de la prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación en los supuestos que siguen: a) desde la fecha de intimación administrativa de pago de tributos determinados, cierta o presuntivamente, con relación a las acciones y poderes fiscales para exigir el pago intimado. Cuando mediare recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación o recurso de reconsideración ante el Director Provincial de Rentas, la suspensión, hasta el importe del tributo liquidado, se prolongará hasta noventa (90) días después de notificada la sentencia del mismo que declara su incompetencia, o determine el tributo, o apruebe la liquidación practicada en su consecuencia, o, en su caso, que rechace el recurso presentado contra la determinación de oficio…”.

Y si bien tal norma local establece –al igual que la ley fondal- el plazo de suspensión de un año desde la intimación administrativa de pago [notificación de la resolución determinativa, como ya lo señalara supra], sin embargo lo alonga noventa (90) días cuando media recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación –circunstancia que se verifica en el caso a tenor de las constancias de fs. 727/739 del expediente administrativo- o recurso de reconsideración ante el Director Provincial de Rentas, excediendo de tal modo el término de suspensión previsto por el art. 3986, 2do. párrafo del Código Civil, en clara contradicción con la ley jerárquicamente superior (art. 31 Const. nac.). Así, el art. 135 del Código Fiscal debe reputarse inconstitucional en lo atinente al alongamiento allí reglado (art. 75 inc. 12° Const. nac.) y –en consecuencia- inaplicable en la especie, en tanto la cuestión se rige –como quedó dicho- por la norma fiscal en la parte que no contraría el art. 3986, segundo párrafo, del Código Civil.

Con todo, cabe relevar el cómputo del término de la prescripción del crédito fiscal ejecutado en autos, a partir del período 07/1997 (último reclamado en el título base de la acción. Así: 1) dicho período se tornó exigible en el mes de agosto de 1997; 2) habiendo transcurrido ya tres años del plazo prescriptivo, el 08 y 11 de Agosto de 2000 se notificó a los aquí accionados la Resolución Determinativa Nº 1555/2000 (cfr. actas de notificación de fs. 720/722 y formularios de notificación de fs. 724 y 726, todos del expediente administrativo N° 2306-390098/98) suspendiéndose de tal modo por un año el cómputo de la prescripción (conf. art. 3986, 2do. párrafo del Código Civil); 3) el 8 y 11 de agosto de 2001 se reanudó el plazo prescriptivo, restando –en principio- el término de dos años para promover la demanda, es decir, la acción prescribía -prima facie- el 8 y 11 de agosto de 2003, respectivamente, para los distintos contribuyentes, conforme el plazo quinquenal previsto por el art. 4027, inc. 3° del Cód. Civil.

Empero, no paso por alto que en las referidas actuaciones administrativas los aquí ejecutados recurrieron la Resolución Determinativa N° 1555/2000 ante el Tribunal Fiscal de Apelación, que ello restó firmeza a la determinación tributaria, impidiendo el inicio del juicio de apremio [cfr. arts. 106 del Código Fiscal y 9 inciso g) ley 13.406] y que durante el trámite de tal impugnación venció el término de prescripción (cfr. resolución del Organismo Jurisdiccional fs. 764/765 del expediente administrativo, dictada el 5-02-2004 y notificada el 12 y 13-02-2004 a los distintos interesados, conforme cédulas de fs. 766/769).

Tales circunstancias exigen ponderar si el art. 3980 del Código Civil que autoriza al juez a liberar al acreedor de las consecuencias de la prescripción cumplida durante el impedimento para ejercer la acción, resulta aplicable a la especie. Y la respuesta negativa se impone. Ello así por cuanto para que ocurra tal liberación, el derecho –en el caso al cobro del crédito fiscal- debió hacerse valer dentro de los tres meses de cesado el impedimento, circunstancia que no se verifica en autos al constatar que desde la notificación de la Resolución del Tribunal Fiscal respecto del recurso de apelación llevado ante sus estrados (v. fs. 764/765, expte. admt.), acaecida el 12-02-2004 (al Director Provincial de Rentas y al representante fiscal, cfr. cédulas de fs. 766 y 767, expte. cit.) y el 13-02-2004 (al Sr. Fiscal de Estado, cfr. cédula de fs. 768 del citado expte admt.), no se instó la demanda judicial sino hasta el 1 de junio de 2004, esto es, una vez vencido aquel plazo perentorio [el 13-05-2004].

De todo lo expuesto, surge que al momento de la interposición de la acción [01-06-2004] el último período fiscal reclamado en autos se encontraba prescripto, de allí que los anticipos anteriores contenidos en el título ejecutivo de fs. 10 corren igual suerte al no darse en la especie circunstancias diversas que lleven a apartarse del razonamiento efectuado.

De esta manera –y por los fundamentos expuestos-, concluyo que la decisión del magistrado de grado en relación al acogimiento de la excepción de prescripción se ajusta a derecho, mas la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 134 y 135 –en el segmento que no establece un alongamiento de plazo por fuera de lo prescripto en el art. 3986, segundo párrafo del Código Civil-, ambos del Código Fiscal devino inoficiosa y por lo tanto no debe mantenerse en esta instancia revisora.

2. La siguiente parcela del recurso presentado por el Fisco, busca impugnar la regulación de los honorarios del Dr. Bernardo Rodríguez Vercellino fijados por el a quo en la suma de pesos CUATRO MIL DOSCIENTOS ($ 4.200,=) con más el adicional de ley.

A los fines de ejercer la tarea revisora instada, corresponde determinar tanto lo atinente a la escala dentro de la cual debe fijarse el estipendio profesional, así como lo relativo a la base regulatoria sobre la cual ha de proyectarse la alícuota que resulte aplicable en el sub examine.
a. En torno a la cuestión de la escala dentro de la cual resultaría arreglado a derecho el estipendio profesional fijado, ha de tomarse en cuenta aquella que para este tipo de procesos prevé el art. 22 de la Ley 13.406. Asimismo, deben merituarse las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado-, 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, entre otros parámetros-, ambos preceptos del Decreto Ley 8904/77.

b. Del mismo modo, en lo que respecta a la base regulatoria que dará sustento al estipendio correspondiente y atendiendo a los parámetros precedentemente mencionados, se recuerda que el art. 22 de la ley 13.406 fija que ésta se constituye por el monto de la sentencia.

Tal regla posee prima facie dos excepciones: (i) una expresamente contemplada en el art. 22 citado, cuando el contribuyente convenga judicialmente el ingreso a un plan de facilidades de pago para deuda en ejecución fiscal, donde la base regulatoria estará constituida por el monto reclamado calculado con los beneficios que otorgue el plan de facilidades de pago; y (ii) otra implícita, cuando la ejecución fiscal es completamente rechazada, desde que ello importa la inexistencia de “monto de la sentencia”, imponiéndose entonces aplicar la normativa que con carácter general rige para determinar la base regulatoria en honorarios de abogados frente a demandas desestimadas, esto es, el segundo párrafo del art. 23 del decreto ley 8904/77 (cfr. argto. esta Cámara, causas P-657-MP2 “Fisco c. Del Pozo”, sent. del 26-VII-2008, P-367-DO1 “Fisco c. Alza”, sent. de 7-X-2008; P-1136-BB1 “Fisco c. Construcción de Viviendas para la Armada”, sent. 31-III-2009).

En virtud de lo expuesto, teniendo en cuenta que: (a) en las presentes actuaciones el Dr. Bernardo Rodríguez Vercellino se desempeñó como letrado patrocinante de la parte demandada; (b) que la excepción de prescripción deducida prosperó, importando ello el rechazo de la ejecución (cfr. presentación de fs. 52/63 y sentencia de fs. 111/115); (c) el monto reclamado por el accionante en el escrito de demanda –PESOS DOSCIENTOS VEINTINUEVE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y NUEVE ($ 229.989,=), y (d) las demás pautas aludidas en los párrafos precedentes, la valoración de sus trabajos efectuada por el juez de grado y el consecuente monto de los honorarios que le fuera regulado luce exiguo en los términos de la escala aplicable antes referida.

No obstante ello, habiéndose apelado tales estipendios sólo por altos [en tanto no medió recurso del profesional interesado -Dr. Rodríguez Vercellino- y se declaró la inadmisibilidad formal del recurso deducido por la parte demandada contra aquella regulación, cfr. resolución de esta Cámara de fs. 139/141 –la que se encuentra firme-], su modificación en esta instancia deviene improcedente en tanto ello importaría una reformatio in pejus respecto de la parte que se agravia –condenada en costas-, lo que desvanece el interés de la apelación que –de tal modo- no puede prosperar.

III. En consecuencia, y si mi voto es compartido, he de proponer al Acuerdo rechazar íntegramente el recurso de apelación interpuesto por el Fisco provincial a fs. 125/132, convalidando la declaración oficiosa de inconstitucionalidad de los arts. 133 y 135 –este último en la parcela que dispone un alongamiento del plazo de suspensión por fuera del previsto en el art. 3986 –segundo párrafo del C.C.-, ambos del Código Fiscal efectuada por el entonces juez de grado -al haber sido ejercida en el marco excepcional expuesto en los fundamentos del presente voto- y confirmando la estimación de la excepción de prescripción opuesta por los ejecutados. Asimismo, propongo revocar la sentencia de grado en cuanto declaró la inconstitucionalidad de los arts. 134 y 135 del Código Fiscal –este último en la parcela que establece el plazo de suspensión de la prescripción por el término de un (1) año, en consonancia con lo previsto por el art. 3986, segundo párrafo del Código Civil- por resultar la primera norma inaplicable al caso y la segunda compatible con la normativa federal. También propicio desestimar el recurso de apelación deducido por el Fisco contra la regulación de honorarios practicada a favor del Dr. Rodríguez Vercellino en la sentencia de grado. Las costas de ambas instancias deben imponerse al Fisco en su objetiva calidad de vencido (arts. 68, 556 y 274 del C.P.C.C.; 25 de la ley 13.406).

Voto, en consecuencia, a la cuestión planteada por la negativa.

El señor juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos e igual alcance a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, vota la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el Fisco provincial a fs. 125/132, confirmando –por los fundamentos dados en la presente- la sentencia de primera instancia en cuanto declaró la inconstitucionalidad de los arts. 133 y 135 del Código Fiscal –este último en la parcela que dispone un alongamiento del plazo de suspensión por fuera del previsto en el art. 3986, segundo párrafo del Código Civil- y estimó la excepción de prescripción opuesta por los accionados (arts. 75 inc. 12° y 31 de la Const. nac.; 4027 inc. 3°, 3956, 3980 y ccs. del Código Civil), y revocándola en cuanto declaró la inconstitucionalidad de los arts. 134 y 135 del Código Fiscal –este último en la parcela que establece el plazo de suspensión de la prescripción por el término de un (1) año, en consonancia con lo previsto por el art. 3986, segundo párrafo del Código Civil-, por resultar inaplicable el primero al caso y el segundo, compatible con la normativa federal.

2. Rechazar el recurso de apelación intentado por el Fisco contra la regulación de honorarios practicada en la sentencia de grado a favor del letrado de la demandada, Dr. Bernardo Rodríguez Vercellino (art. 57, Dec. ley 8904).

3. Las costas de ambas instancias se imponen al Fisco en su objetiva calidad de vencido (arts. 68, 556 y 274 del C.P.C.C; 25 de la ley 13.406). 

4. Estése a la regulación de honorarios que por trabajos de alzada se practica por separado.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
